
DESMANTELANDO AUTORITARISMOS COMPETITIVOS LOCALES: RECOMENDACIONES PARA LA PROTECCIÓN DE LÍDERES SOCIALES

1

VIOLENCIA, ESTADO Y SOCIEDAD EN AMÉRICA LATINA 

1

PANORAMA Y DESAFÍOS DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN TRES PAÍSES DE AMÉRICA LATINA

ANÁLISIS

PAZ Y SEGURIDAD

CRIMEN 
ORGANIZADO 
EN AMÉRICA LATINA
Juan Albarracín

Febrero de 2023

à
América Latina es la región más vio-

lenta del mundo. Este documento 

discute la producción académica 

sobre el crimen organizado en la re-

gión, pensándolo más como formas 

de gobernanza que como organiza-

ciones jerárquicas. 

à
Las políticas públicas de “mano 

dura”, implementadas por gobier-

nos de derecha e izquierda, son muy 

populares entre la opinión pública, a 

pesar de su dudosa efectividad. 

à
Cada vez más trabajos muestran que 

el crimen organizado solo es posible 

con la tolerancia y cooperación de 

actores estatales ligados a fuerzas 

de seguridad e inteligencia. Por ello, 

para enfrentarlo son claves políticas 

públicas contra la impunidad estatal. 
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1

INTRODUCCIÓN

América Latina es la región más violenta del mundo, es-

pecialmente si se toma como indicador la tasa de homici-

dios. Muchos países de la región experimentan epidemias 

de violencia criminal, cuya letalidad supera en algunos 

casos la observada en guerras civiles (Trejo, Albarracín y 

Tiscornia, 2018). La intensidad del fenómeno aumentó 

considerablemente en las primeras décadas del siglo vein-

tiuno (UNDP, 2013) y, en los últimos años, incluso países 

como Chile y Uruguay, que habían sido vistos como ex-

cepciones a la inestabilidad e inseguridad en la región, 

son objeto de preocupación (Bogliaccini et al., 2022).

Aunque no es el único factor en las raíces del alto ni-

vel de violencia, la existencia de fuertes organizaciones 

criminales, capaces incluso de hacer uso de la violencia 

contra el Estado, es considerada una de las principales 

razones que explican la inseguridad. En particular, ha 

habido un gran énfasis en el estudio de grupos crimina-

les involucrados en los múltiples nodos del narcotráfico. 

Este lucrativo negocio es visto como la mayor razón de-

trás de la violencia criminal en América Latina, tanto en 

países asociados más a la producción, como en los de 

tránsito o consumo.

No resulta sorprendente que los estudios de la violencia 

criminal, el crimen organizado y en especial el narcotrá-

fico en América Latina hayan experimentado un gran 

crecimiento, con aportes de múltiples disciplinas acadé-

micas y apuestas metodológicas. Ante este panorama, 

resulta imposible hacer un resumen comprensivo de 

todos los países y las grandes contribuciones académi-

cas realizadas en los últimos años. Al mismo tiempo, es 

importante –dada la gran variedad de actores criminales 

y mercados ilícitos1 que observamos en la región– ofre-

1	 Para entender el crecimiento de los niveles de la violen-
cia en algunos países de América Latina, ver, por ejemplo, 

cer un panorama conceptual que nos permita entender 

esta diversidad y la evolución del crimen organizado en 

la región. 

Por esta razón, en este informe se desarrollan tres ideas 

centrales:

Primero, es necesario pensar en el crimen organizado 

menos como un tipo específico de grupo criminal –con 

una cierta forma de organización (jerárquica)– y más 

como una forma de gobernanza (es decir, la imposición 

e implementación de reglas) de mercados ilícitos (Vare-

se, 2017). Las definiciones sobre el crimen organizado 

a partir de casos puntuales (usualmente las mafias en 

los Estados Unidos e Italia) ofrecen una forma bastan-

te limitada de entender este fenómeno, lo que dificulta 

su análisis en otras regiones y de manera comparada. 

Al mismo tiempo, no podemos abandonar la búsqueda 

de definiciones para distinguir el crimen común de otras 

formas de criminalidad. De esta manera, entender al cri-

men organizado como gobernanza permite explorar las 

formas y los actores que contribuyen a la regulación de 

mercados ilícitos, entre y dentro de los diferentes países 

de la región y en diferentes puntos de tiempo. Al mismo 

tiempo, esta definición abre la puerta para aprovechar 

diferentes métodos de recolección de información que 

refleje su complejidad.

Segundo, se discute que la mayoría de los gobiernos de 

la región, así como muchos estudios académicos, han 

privilegiado una visión del crimen organizado como 

el trabajo de Bergman (2018) y su análisis de mercados 
secundarios de artículos robados. Es importante resaltar 
también el valiosísimo trabajo de Moncada (2021) sobre 
la extorsión.
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producto de la ausencia o la debilidad del Estado. La 

incapacidad del Estado crea espacios donde el crimen 

organizado crece y debilita aún más a las (ya débiles) 

estructuras estatales. A su vez, la violencia criminal sur-

ge ante la existencia y acciones de estos grupos y sus 

incentivos para controlar violentamente mercados crimi-

nales. Al ser esta la visión predominante, no sorprende 

que la mayoría de las políticas públicas contra el crimen 

organizado en América Latina se enfoquen primordial-

mente en la reducción o la reocupación de espacios físi-

cos (territorios) o funcionales (mercados) bajo el control 

de estos grupos mediante presencia (coercitiva) policial 

y militar del Estado, así como el uso de penas cada vez 

más severas. Sin embargo, estudios recientes muestran 

como las políticas estatales de control represivo y pu-

nitivo de grupos criminales organizados pueden tener 

efectos adversos, en particular sobre el nivel de violencia. 

Tercero, el supuesto de que la relación entre el Estado y 

los grupos criminales solo puede ser conflictiva ha perdi-

do fuerza ante una noción que enfatiza la diversidad en 

las relaciones que existen entre actores estatales y gru-

pos criminales. Más aún, cobran cada vez más vigencia 

trabajos académicos que muestran que el crimen orga-

nizado solo es posible como el producto de la tolerancia 

y la cooperación intencional de actores estatales. Más 

que “víctimas” de la violencia y extorsión de grupos cri-

minales, algunos actores estatales, en particular aquellos 

ligados a los aparatos de seguridad e inteligencia, son 

piezas clave e instigadoras del surgimiento y fortaleci-

miento del crimen organizado. En este sentido, las po-

líticas contra la impunidad que rompen las conexiones 

entre actores estatales y criminales son esenciales para 

enfrentar más efectivamente al crimen organizado.
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2

¿QUÉ ES EL CRIMEN ORGANIZADO? 

y dentro de países y así producir conocimiento menos 

específico a un contexto nacional o local, que se traduz-

ca en políticas públicas más eficaces de control al crimen 

organizado. En pocas palabras, no podemos establecer 

claramente las causas y consecuencias del crimen or-

ganizado, si no lo distinguimos de otros fenómenos, 

como el crimen común. Se necesita una definición su-

ficientemente amplia para poder incluir la diversidad de 

la criminalidad organizada, sin perder la capacidad de 

distinguirla de otros tipos de crimen. 

Por un lado, el crimen organizado se puede pensar como 

el extremo de un continuo que va desde aquellas accio-

nes ilícitas realizadas por un individuo –es decir, el crimen 

común (por ejemplo, el robo a personas en el transporte 

público)– a las actividades ilícitas que son producto de la 

acción de grupos con un alto nivel de organización. En 

este caso, la diferencia entre el ladrón en el transporte 

público y el narcotraficante es su nivel de organización. 

Por otro, propuestas como las de Varese (2017) estable-

cen diferencias cualitativas entre el crimen organizado y 

otras formas de crimen. El primero sería la gobernanza 

–las normas y reglas que regulan los intercambios– en 

los mercados ilícitos. Los grupos de crimen organizado 

son aquellos que buscan “regular y controlar la produc-

ción y distribución de un bien o servicio de forma ilegal” 

(Varese, 2017: 45, traducción propia). Si partimos de 

esta definición, la diferencia entre el crimen común y el 

organizado no está configurada por características or-

ganizacionales, sino por sus objetivos: el ladrón común 

no busca regular y controlar todo el mercado del hurto. 

En contraste, el grupo del crimen organizado sí busca 

controlar y regular todas las actividades ligadas a un ne-

gocio ilícito.

Uno de los problemas más agudos en la investigación 

sobre el crimen organizado radica en la ausencia de una 

definición más o menos consensuada del fenómeno. 

Von Lampe, por ejemplo, ha recolectado aproximada-

mente doscientas definiciones de crimen organizado, 

mostrando una gran variación en las existentes entre y 

dentro de países2. La Global Initiative Against Transna-

tional Organized Crime –organización que actualmen-

te lidera un esfuerzo global para medir los niveles de 

crimen organizado en todos los países miembros de las 

Naciones Unidas– también ha resaltado la dificultad de 

establecer una definición común. Incluso, en la Conven-

ción de las Naciones Unidas contra el Crimen Organiza-

do (Untoc) de 2003, los Estados parte no lograron llegar 

a un consenso al respecto (GI-TOC, 2021: 143). 

Estas dificultades provienen en buena medida de los 

diferentes marcos legales y las ideas existentes en una 

sociedad sobre lo que constituye una actividad criminal. 

Al mismo tiempo, tanto en la discusión académica como 

en las políticas públicas contra el delito, ha existido una 

tendencia a elevar al estatus de conceptos generales 

manifestaciones específicas de la actividad criminal (por 

ejemplo, las mafias en Estados Unidos o Italia). De esta 

forma, las características organizacionales (por ejemplo, 

la jerarquía en algunos grupos) y las actividades ilícitas 

específicas de grupos criminales en estos contextos se 

establecen como la medida por medio de la cual se juz-

ga si algo es o no crimen organizado (Varese, 2017; Finc-

kenauer, 2005).

Al no proveer un referente común, los problemas de de-

finición dificultan la capacidad de contrastar casos entre 

2	 Ver Von Lampe: http://www.organized-crime.de/orga-
nizedcrimedefinitions.htm#fbi 
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Las definiciones que enfatizan la gobernanza como el 

elemento central del crimen organizado permiten que 

las características organizacionales de un grupo crimi-

nal sean variables. Esto facilita la comparación de casos 

en América Latina y alrededor del mundo. Es posible, 

así, explorar cómo las diferentes formas de organización 

afectan cuestiones tan importantes como el nivel de vio-

lencia de estos grupos contra la población y el Estado. 

Esto es muy importante en una región donde no solo 

hay una gran diversidad de grupos de crimen organiza-

do y de las formas en las que regulan mercados ilícitos y 

poblaciones, sino también fuertes diferencias en el uso 

de la violencia por parte de estos grupos. En un estudio 

comparativo de São Paulo y Rio de Janeiro, por ejemplo, 

Hirata y Grillo (2017) contrastan las diferentes formas de 

organizar la venta de drogas al detal (microtráfico) en 

estas dos ciudades. A pesar de tratarse de la regulación 

de un mismo mercado ilícito, hay grandes diferencias 

entre las ciudades, por ejemplo, en las relaciones que 

existen entre el líder del grupo (dono do morro en Rio y 

el patrão en São Paulo), sus subordinados y sus nociones 

sobre membrecía al grupo, entre otros.

Otros estudios han mostrado también como grupos 

de crimen organizado se adaptan a nuevos entornos y 

adoptan diferentes formas organizacionales en distintos 

momentos. Correa-Cabrera (2017) documenta la emer-

gencia y el impacto de un modelo de organización crimi-

nal como los Zetas en Tamaulipas (México), que tienen 

semejanzas a los modelos de corporaciones transnacio-

nales. También en México, Trejo y Ley (2020) exploran 

el efecto que tuvo el colapso de esquemas (informales) 

de protección estatal en la organización de los carteles. 

Así, estos grupos, que en los años ochenta eran más 

“empresas familiares”, se transforman en organizacio-

nes armadas multinivel, con gran poder bélico, capa-

ces de renegociar sus relaciones con actores estatales y 

sostener disputas territoriales con otros grupos. En su 

historia del narcotráfico en Cali (Colombia) –basada en 

entrevistas y una extensa revisión de expedientes judicia-

les y prensa– Vanegas Muñoz (2021) muestra la evolu-

ción de los grupos que regularon este mercado en esa 

ciudad. Así, contrasta los bajos niveles de complejidad 

de las “generaciones pioneras” en los años 1950 y 1960 

con grupos posteriores mucho más organizados (como 

el cartel de Cali) articulados en redes. Hoy el narcotráfico 

en esa ciudad es dominado por grupos cada vez más 

violentos y depredadores, con control del mercado más 

breve y territorialmente más limitado. Estos y muchos 

otros trabajos nos permiten reevaluar supuestos que se 

tienen sobre grupos de crimen organizado y entender a 

estas organizaciones de una manera más dinámica.

Tener una definición flexible –que se enfoca más en lo 

que hace el crimen organizado y menos en cómo se 

estructura– resulta también particularmente importan-

te para aprovechar diferentes fuentes de información. 

Mucho de lo que se sabe sobre grupos de crimen orga-

nizado está fuertemente influido por el tipo de datos a 

los que se puede acceder3. Así, por ejemplo, un mismo 

grupo de crimen organizado como es el PCC (Primeiro 

Comando da Capital) en São Paulo puede ser caracteri-

zado de múltiples maneras. Por un lado, puede ser vis-

to como una organización altamente jerarquizada, con 

un conjunto de líderes capaces de controlar las acciones 

violentas de sus subordinados contra el Estado en dis-

tintas partes de un territorio (Adorno y Salla, 2007). Por 

otro, el PCC –basado en un estudio etnográfico en el sis-

tema penitenciario– parece más un “movimiento” en el 

que no hay una jerarquía fuertemente establecida, pero 

sí un conjunto de roles que ciertos miembros (o irmãos) 

ocupan en algún momento, normas y procedimientos 

aceptados por todos ellos (Biondi, 2016). El PCC se pue-

de entender también –a partir de estudios basados en la 

documentación y contabilidad del grupo– como una or-

ganización bastante burocratizada capaz incluso de ges-

tionar un proto-sistema de “seguridad social” para sus 

miembros y sus familias (Lessing y Denyer Willis, 2019). 

Más que determinar qué perspectiva tiene “la razón”, el 

ejemplo del PCC nos muestra que muchas veces nues-

tras descripciones sobre grupos de crimen organizado 

pueden ser parciales y determinadas por el tipo de infor-

mación a la que accedemos. Para poder acercarnos a la 

complejidad del crimen organizado necesitamos enton-

ces múltiples aproximaciones (y tipos de datos). 

3 	 Ver discusión en Albarracín y Barnes (2020).
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DEBILIDAD ESTATAL Y CRIMEN ORGANIZADO 				  

EN AMÉRICA LATINA

De forma similar, tanto académicos como formuladores 

de políticas públicas han relacionado el auge del crimen 

organizado en América Latina con la incapacidad esta-

tal de hacer valer sus normas o su ausencia en ciertos 

territorios (Reuter y Tonry, 2020). Así, desde el auge y 

la competencia violenta entre carteles mexicanos hasta 

el control territorial y social por parte de grupos de mi-

crotraficantes en las favelas de Rio de Janeiro (Koonings 

y Kruijt, 2007; Zaluar, 2004, entre otros), los fenóme-

nos asociados al crimen organizado son vistos en buena 

medida como el producto de la incapacidad estatal y la 

presencia parcial del Estado.

Estas perspectivas sobre el crimen organizado se basan 

en una visión predominante entre políticos, medios de 

comunicación y –en menor medida– académicos sobre 

la relación entre el Estado y el mundo criminal. Esen-

cialmente, estos dos “mundos” viven en una relación 

de suma cero, donde la creciente capacidad y poder 

de uno, redunda en el debilitamiento del otro (Trejo y 

Ley, 2020). Si bien es improbable que cualquier Estado 

pueda extinguir completamente el crimen organizado 

–el mismo Estado, al prohibir ciertos bienes o servicios 

“crea” mercados ilícitos que son regulados por el crimen 

organizado (Skaperdas, 2001)–, un Estado capaz y pre-

sente en su territorio puede restringir las formas en que 

este se manifiesta (por ejemplo, evitar que ejerza como 

autoridad en algunos espacios) y restringir su uso de la 

violencia (Bagley, 2015).

Esta visión tiene claras implicaciones para las políticas 

públicas de control al crimen organizado. En esencia, ese 

control pasa por fortalecer el Estado, es decir incremen-

tar su capacidad, y extender su presencia territorial a es-

pacios donde ha sido históricamente precaria. En pocas 

palabras, se trata de “construir” Estado en zonas peri-

féricas, tanto urbanas como rurales. La implementación 

Para entender la existencia y capacidad de los grupos de 

crimen organizado, y los altos índices de criminalidad, 

en América Latina, buena parte de la literatura se ha en-

focado en la debilidad estatal de los países de la región. 

Estos estudios siguen importantes corrientes teóricas en 

la economía, la criminología y la ciencia política que ven 

la actividad criminal como el producto de la incapaci-

dad del Estado. Los estudios económicos del crimen, por 

ejemplo, tienen su origen teórico en los trabajos de Bec-

ker (1968), que entienden el delito como el resultado de 

un cálculo de utilidad individual, donde la acción estatal 

efectiva (por ejemplo, mediante la presencia policial y un 

sistema judicial operante) puede aumentar el costo po-

tencial de cometer un crimen y, de esta manera, disuadir 

a las personas de cometerlo. No es sorpresivo entonces 

que los altos niveles de violencia de la región se asocien 

a la limitada capacidad estatal (UNDP, 2013: 34), en par-

ticular a su limitada capacidad coercitiva (Soares y Nari-

tomi, 2010) y deficiente aparato judicial (Rivera, 2016).

El surgimiento de poderosos grupos de crimen organi-

zado también se ha interpretado desde el lente de la 

debilidad o ausencia estatal. Skaperdas (2001), y Varese 

(2017), por ejemplo, lo entienden como una respuesta 

a la falta de mecanismos estatales de gobernanza y re-

gulación de los mercados ilícitos y, fundamentalmente, 

a la provisión de “protección” que permite el funciona-

miento de intercambios ilícitos. Varese (2017: 51) asocia 

el crecimiento y mayor complejidad de los grupos de 

crimen organizado a la inhabilidad del Estado de contro-

lar su territorio. Bagley (2015: 14), por su parte, indica 

que el tipo de crimen organizado que prolifera en un 

país depende de la capacidad estatal. En particular, en 

democracias capitalistas avanzadas, los Estados pueden 

limitar el rango de acción y el tipo de organizaciones que 

emergen. 
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de esta estrategia general de construcción de estatalidad 

puede tener importantes variaciones en el énfasis que se 

le da a fortalecer la presencia no coercitiva del Estado, 

como lo es la provisión de bienes públicos. Sin embargo, 

inevitablemente pasa también por consolidar su presen-

cia coercitiva. 

El aumento del pie de fuerza y la profesionalización de 

las fuerzas de seguridad para responder a variadas for-

mas de criminalidad como la extorsión o el tráfico de 

drogas ha sido una parte fundamental de la estrategia 

de seguridad de muchos Estados. El empleo de tecno-

logías como las cámaras de seguridad o la inteligencia 

artificial y el big data para apoyar el diseño de estrate-

gias contra el delito (preditive policing), es cada vez más 

popular en la región. Sin embargo, también es contro-

versial dado que, particularmente en contextos de alta 

desigualdad, esas tecnologías pueden reproducir e in-

crementar la estigmatización y el abuso estatal contra 

poblaciones históricamente victimizadas.

Aunque en algunos casos las estrategias de seguridad 

frente al crimen organizado han buscado resaltar un 

enfoque de derechos humanos o de construcción de 

confianza con las comunidades4, la gran mayoría de las 

respuestas estatales en América Latina han tendido a en-

fatizar la “mano dura” y la militarización (Albarracín y 

Barnes, 2020). Como se discute en la siguiente sección, 

esto ha tenido consecuencias trágicas.

4 	 Ejemplos de esto se encuentran en intentos de reformar 
(y democratizar) los aparatos de seguridad, en particular 
a la policía (ver, por ejemplo, Bailey y Dammert, 2005; 
González, 2020). El gobierno de Iván Duque (2018-2022) 
en Colombia, como otros gobiernos anteriores, proyectó 
poner en marcha operaciones de estabilización militar en 
lo que denominó “zonas futuro”. Estas intervenciones ten-
drían un componente de presencia integral del Estado y 
tendrían en cuenta las consultas a las poblaciones locales, 
pero estos aspectos de la estrategia no llegaron a concre-
tarse. En Brasil, las Unidades de Policía Pacificadora (UPP) 
en Rio de Janeiro trataron de transformar la estrategia del 
Estado frente a territorios controlados por grupos crimi-
nales territoriales implementando un proyecto de policía 
de proximidad con una mejor provisión de bienes públicos 
(la UPP social). A pesar de los resultados positivos iniciales, 
la estrategia fue abandonada progresivamente y el Estado 
volvió a su política de ocupación temporal por medio de 
operaciones policiales militarizadas. 
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LOS EFECTOS ADVERSOS DE LA “MANO DURA” 					   

Y LA MILITARIZACIÓN 

especialmente fuerzas policiales (Flores-Macías y Zarkin, 

2021: 521; Magaloni y Rodríguez, 2020). De particular 

importancia para entender la militarización de la segu-

ridad pública es que la lógica del uso de la fuerza por 

parte de las fuerzas militares es la de la guerra, donde 

el enemigo –como quiera que este se defina– debe ser 

eliminado y no es sujeto de derechos. Es decir, algunos 

ciudadanos o grupos sociales son vistos como una ame-

naza que debe ser contenida (Machado, 2014). Esto 

contrasta radicalmente con una visión de la seguridad 

pública (más civil) donde el objetivo primario es man-

tener la paz social y los actores estatales de seguridad 

deben hacer uso de la violencia muy raramente y solo 

como medida extrema (Tiscornia, 2021).

Las políticas de militarización y “mano dura”, a pesar de 

su dudosa y en muchos casos contraproducente efecti-

vidad en contener el crimen organizado y las escaladas 

de violencia, tienden a ser muy populares entre amplios 

sectores de la población de los países de la región, inde-

pendientemente de la posición ideológica (Rosen y Cu-

trona, 2020) y el nivel socioeconómico (Tiscornia y Pérez 

Betancur, 2022). Esto complica bastante los esfuerzos 

para desarrollar otro tipo de políticas de seguridad. Gon-

zález (2020) muestra como la enorme dificultad de lle-

var a cabo reformas que efectivamente desmilitaricen y 

democraticen a las policías en América Latina está ligada 

a la falta del apoyo consistente en la opinión pública y a 

la existencia de estructuras burocráticas policiales poco 

dispuestas a permitir cambios.

No resulta sorprendente que muchos gobiernos de la 

región, incluso de izquierda, sigan implementado este 

tipo de políticas. Aunque algunos políticos de izquier-

da han apoyado por lo menos inicialmente políticas de 

seguridad más basadas en los derechos humanos y los 

políticos de derechas apoyan más frecuentemente me-

El creciente nivel de violencia y la presencia armada de 

grupos de crimen organizado en muchos países de la re-

gión han sido enfrentados predominantemente con polí-

ticas de seguridad denominadas de “mano dura”. Entre 

estas encontramos estrategias (represivas) que se orien-

tan a aumentar el costo y la probabilidad del castigo, 

como incrementar la intensidad de las penas y ampliar 

el número de actividades sujetas a castigos privativos de 

la libertad (aumentando así el tamaño de la población 

carcelaria)5, la disminución de la mayoría de edad penal 

y la militarización de la seguridad pública. Esta tenden-

cia es particularmente evidente en las políticas contra la 

producción, el tráfico y el consumo de drogas. Si bien en 

los últimos años hubo cambios importantes en las polí-

ticas de drogas (por ejemplo, la legalización del consu-

mo y producción de marihuana en algunos países) y una 

mayor apertura a considerar políticas alternativas (como 

enfoques de reducción de daños), la visión predominan-

te continúa viendo a las drogas como un problema de 

seguridad al cual se responde con políticas de “mano 

dura”, muchas veces militarizadas, desde la producción 

(programas de erradicación forzada de cultivos de uso 

ilícito) hasta el consumo (encarcelamiento de o sancio-

nes a consumidores).

La militarización de la seguridad en la región no solo im-

plica el uso de fuerzas militares en tareas de seguridad 

doméstica, sino también la incorporación de armamen-

to, prácticas organizacionales y entrenamientos propios 

de instituciones militares en otras fuerzas de seguridad, 

5 	 Por ejemplo, en Brasil, de acuerdo con Biondi (2016) el 
número de personas encarceladas aumentó de 52.000 en 
1992 a 110.000 en 2002. En diciembre de 2007, 153.056 
de los 422.590 presos en todo el país se encontraban en 
prisiones del estado de São Paulo.
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didas de mano dura6, la ideología política no siempre 

sirve para predecir el enfoque de las políticas de seguri-

dad. Así, vemos por ejemplo como el Programa de alta 

dedicación operativa (Pado) en Uruguay, que contiene 

elementos de políticas de “mano dura”, fue formulado 

e implementado durante el gobierno del Frente Amplio 

(Tiscornia et al., 2021). En Brasil, los alcaldes de izquier-

da, en particular del Partido dos Trabalhadores, tienden 

a armar y aumentar el rango de acciones de la Guardias 

Municipales más que alcaldes de centro o de derecha 

(Albarracín y Tiscornia, 2022). El actual gobierno de An-

drés Manuel López Obrador (2018-) en México, a pesar 

de proponer inicialmente una nueva política de seguri-

dad conocida como de “abrazos, no balazos” (Serrano, 

2019), ha profundizado aún más la militarización de la 

seguridad pública con medidas como la creación de una 

Guardia Nacional que ahora está subordinada a la Secre-

taría de la Defensa Nacional (Sedena). 

El resultado es que las políticas de “mano dura”, en par-

ticular la militarización de la seguridad pública, se sos-

tienen a pesar de la poca efectividad que parecen tener 

en la reducción del crimen y sus altos costos en térmi-

nos de la violación de derechos humanos. Basándose en 

un estudio en Cali (Colombia), Blair y Weintraub (2021) 

muestran que el uso de unidades militares en activida-

des de patrullaje no solo no tiene un efecto reductor 

de la actividad criminal, sino que, por el contrario, está 

asociado al incremento de la actividad criminal una vez 

se terminan las operaciones. También se encuentran au-

mentos en los reportes de abusos de derechos humanos 

de agentes de policía. Este aumento en las violaciones a 

los derechos humanos observado en Cali coincide con 

los resultados reportados por Flores-Macías y Zarkin 

(2022) en México. Ellos muestran que el uso de fuer-

zas armadas en operaciones de seguridad interna está 

fuertemente vinculado al incremento en el número de 

quejas por violaciones a los derechos humanos contra 

agencias federales de seguridad.

6 	 En Brasil, por ejemplo, políticos de derecha como el presi-
dente Jair Bolsonaro (2019-2023) o el gobernador de Rio 
de Janeiro Claudio Castro han sido defensores férreos de 
políticas de mano dura. En El Salvador, incluso antes del 
gobierno de Nayib Bukele (2019-), políticos conservadores 
de la Arena implementaron políticas de mano dura (Ho-
lland, 2013).

Las políticas de seguridad y de combate al crimen orga-

nizado no solo han sido poco efectivas y afectado nega-

tivamente la situación de derechos humanos de algunos 

países de la región, sino que parecen haber agudizado 

aún más las disputas entre grupos de crimen organiza-

do y el Estado. En algunos casos han desencadenado la 

fragmentación del “mundo criminal” y la competencia 

entre estos grupos por mercados ilícitos, incrementando 

así el nivel de violencia criminal (Durán-Martínez, 2018: 

14). En México, por ejemplo, las intervenciones por par-

te del Estado generan desequilibrios de fuerza entre car-

teles, creando incentivos para que otros aprovechen e 

inicien “guerras de conquista” acompañados por fuer-

tes incrementos en el nivel de violencia (Osorio, 2015). 

Por el contrario, en las pocas instancias en las que las 

fuerzas de seguridad del Estado hacen un uso más me-

dido de la fuerza o se limita drásticamente el uso de 

la fuerza indiscriminada, se observan reducciones en los 

niveles de violencia. En su estudio de guerras entre Es-

tados y carteles en Brasil, Colombia y México, Lessing 

(2017) muestra que la represión incondicional por par-

te del Estado contra grupos de crimen organizado –es 

decir, el uso de la fuerza buscando eliminar completa-

mente a estos grupos– tiende a fomentar respuestas vio-

lentas por parte de estos últimos, generando un fuerte 

incremento en el nivel de violencia. En cambio, políticas 

basadas en la represión condicional –es decir, políticas 

donde el Estado limita el uso de la fuerza sobre todo a 

grupos violentos, tolerando (informalmente) la existen-

cia de otros grupos criminales menos violentos y algunas 

de sus actividades ilícitas– tienden a tener efectos reduc-

tores en el nivel de violencia. Estos resultados coinciden 

con los presentados por Trudeau (2022), quien discute 

como un fallo de la Corte Suprema de Brasil (STF), que 

limitó considerablemente las incursiones policiales mili-

tarizadas (police raids) en las favelas de Rio de Janeiro 

durante el inicio de la pandemia de la covid-19, está aso-

ciado a una reducción de la violencia policial y el número 

de homicidios en general, sin observarse incrementos en 

otras formas de crimen (como robos). 

La lección de esta nueva generación de estudios sobre el 

efecto de las políticas estatales de control al crimen or-

ganizado en la violencia en América Latina no es que el 

Estado debería dejar de proveer seguridad e ignorar las 
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actividades de grupos criminales. Sin embargo, sí apunta 

a que el supuesto que fundamenta buena parte de las 

políticas de “mano dura” –que el Estado y los grupos de 

crimen organizado están en una relación de suma cero, 

donde la mayor capacidad y uso de la fuerza por parte 

del Estado redunda en una reducción del crimen– no 

siempre tiene los resultados esperados. Para tener po-

líticas públicas más efectivas es necesario, por lo tanto, 

repensar los diferentes tipos de relación existentes entre 

el Estado y el crimen organizado.
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5

MÁS ALLÁ DE LA SUMA CERO Y LA CAPTURA: 				  

ACTORES ESTATALES CONSTRUYENDO CRIMEN ORGANIZADO

y cuenta con la participación activa de algunos actores 

estatales, en particular de aquellos que son especialistas 

en el uso de la violencia, por ejemplo, miembros de las 

fuerzas armadas y de policía (Trejo y Ley, 2020). 

En su estudio sobre Brasil, Colombia y Jamaica, Arias 

(2017) explora como los diferentes tipos de relación en-

tre grupos criminales y actores estatales (por ejemplo, 

cooperación o competencia) impactan los tipos de regí-

menes armados locales que se conforman en espacios 

usualmente periféricos o marginados. Por ejemplo, en 

casos de gobernanza colaborativa, es decir donde hay 

fuerte lazos cooperativos entre actores estatales y gru-

pos criminales –como el caso de las milícias en Rio de 

Janeiro, ver recuadro 1–, dichos grupos ejercen un fuerte 

control sobre la vida social y política de los territorios 

bajo su control.

Duncan (2022) también muestra como la relación entre 

grupos de crimen organizado y el Estado, y por lo tanto 

la forma en que se constituyen los oligopolios de coer-

ción10, varía en los diferentes puntos de la cadena del 

narcotráfico. Qué tanto “gobierna” un grupo criminal 

depende en buena medida de su posición en la cadena 

del narcotráfico y los recursos que de este deriva. Un 

grupo de microtráfico en una ciudad –que depende más 

del ingreso que obtiene por vender a consumidores loca-

les– obtiene muchos menos recursos de su participación 

10 	 En contraste con el tipo ideal donde el Estado detenta el 
monopolio de uso legítimo de la fuerza, en los oligopolios 
de coerción donde múltiples actores (armados), incluyendo 
el Estado detentan simultáneamente los medios de coer-
ción para gobernar. Existe un amplio rango en la forma 
como se configuran estos oligopolios, dependiendo del 
balance de fuerza que exista entre el Estado y los grupos 
armados (Duncan, 2022: 4).

Los estudios sobre grupos de crimen organizado en 

América Latina nos han mostrado que las relaciones en-

tre estos y los actores estatales no siempre son conflictos 

de suma cero, y en muchos casos incluyen formas de 

cooperación y alianza (Barnes, 2017) que, lejos de solo 

ser anomalías, representan tipos de interacción regular 

para crear y sostener órdenes sociales7. Estas formas de 

cooperación no necesariamente implican que el Estado 

se debilite o que sea débil8. Más bien, reflejan las múl-

tiples formas en que los Estados hacen presencia en su 

territorio y participan de la creación de orden social9. De 

esta manera, la violencia y la fuerza del crimen organi-

zado no necesariamente son producto de la ausencia 

estatal. En ocasiones, la violencia resulta de la desarticu-

lación de formas de gobernanza que involucran la coo-

peración de grupos de crimen organizado. Asimismo, 

el crimen organizado –como la gobernanza de uno o 

varios mercados ilícitos– muchas veces es el producto de 

7 	 Ver, en este sentido, los excelentes trabajos de Arias, 2017; 
Durán-Martínez, 2018; Moncada, 2021; Trejo y Ley, 2020.

8 	 Es importante distinguir entre perspectivas que ven a gru-
pos de crimen organizado como un actor que captura y 
corrompe al Estado (ver, por ejemplo, Garay y Salcedo-Al-
barán, 2012) –y en consecuencia debilitan al Estado– y 
perspectivas que aun cuando incorporan esta posibilidad 
también indican que muchas veces lo que se ve como co-
rrupción y captura por parte del crimen organizado es en 
realidad el producto de la acción de actores estatales que 
participan en la regulación de mercados ilícitos.

9 	 En este punto, los estudios sobre el crimen organizado tie-
nen grandes puntos de encuentro con estudios sobre la 
construcción de Estado. Por ejemplo, los trabajos de Gon-
zález (2003) y González y Otero (2010) discuten la pre-
sencia diferenciada del Estado en Colombia y como esta 
característica no implicaba la ausencia de orden en la peri-
feria, pero sí la construcción de órdenes sociales (algunos 
muy violentos) con la participación de múltiples actores, 
incluyendo al Estado.
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Recuadro 1. Estado y milícias en Rio de Janeiro, Brasil

Las milícias son grupos conformados, entre otros, por miembros y antiguos miembros de la policía y otras fuer-
zas de seguridad para establecer esquemas de extorsión (protection rackets) en barrios periféricos inicialmente 
de la zona oeste de la ciudad de Rio de Janeiro. Dichos grupos se presentaron como grupos de “autodefensa” 
que ofrecían “protección” a comunidades frente a las (muchas veces supuestas) amenazas que representaban 
los diferentes grupos de (micro-) narcotraficantes para estos barrios, gozando del apoyo tácito y activo de mu-
chos políticos que veían en estos grupos un “mal menor” (Geni / Observatório das Metrópoles, 2021). Progre-
sivamente, estos grupos adquirieron mayor complejidad y empezaron a controlar otras fuentes de renta ilícita, 
como servicios de transporte irregular, o usar la fuerza para obligar a residentes a comprar productos para el 
hogar solo a ciertos distribuidores a precios muy elevados (Arias, 2017; ALERJ, 2008). Posteriormente también 
comenzaron a regular otros mercados ilícitos como el microtráfico.

Adicionalmente, estos grupos dominan múltiples aspectos de la vida social y política de estas comunidades, 
controlando, por ejemplo, asociaciones de vecinos (asociacões de moradores) o usando su poder en los barrios 
para elegir políticos cercanos o incluso asociados. Aunque sus actividades son ampliamente conocidas y han 
sido objeto de investigaciones por parte de autoridades judiciales y legislativas, como una comisión especial de 
investigación de la Cámara Legislativa del Estado de Rio de Janeiro (ALERJ, 2008), estos grupos criminales han 
logrado expandirse considerablemente en la ciudad y los municipios aledaños, a tal punto que hoy son el grupo 
criminal que mayor área física controla en esta región y el segundo grupo con mayor número de habitantes bajo 
su dominio, con cerca de un millón setecientas mil personas (Geni / Fogo Cruzado, 2022). 

Es difícil entender el surgimiento y crecimiento de este tipo de grupo criminal sin resaltar las fuertes conexiones 
que tiene con actores estatales: desde los miembros mismos de las fuerzas de seguridad que participan de la 
creación de milicias a los políticos que le brindan apoyo y protección. En cierta medida, cuando el Estado com-
bate grupos de milícia –como lo ha hecho en algunos casos con la prisión de miembros– está luchando contra 
actores que muchas veces se encuentran dentro del mismo Estado.

en el narcotráfico y por ende es comparativamente más 

débil frente al Estado que un grupo narcotraficante que 

deriva sus ingresos de los mercados internacionales de 

la droga. Aun cuando la relación varía, es importante re-

saltar que el Estado sigue siendo un actor esencial en la 

construcción de orden y los actores criminales no aspiran 

a reemplazar al Estado en su totalidad.

En su análisis sobre los orígenes de la violencia entre or-

ganizaciones narcotraficantes y entre estas y el Estado 

en México, Trejo y Ley (2020) resaltan la importancia 

de los actores estatales en la creación y sobrevivencia 

de los carteles mexicanos11. Militares y miembros de los 

servicios de inteligencia durante el régimen autorita-

rio del Partido Revolucionario Institucional (PRI) no solo 

fueron actores importantes en la creación de redes de 

protección. También participaron activamente de la go-

11 	 Ver también Snyder y Durán-Martínez (2009).

bernanza (y las ganancias) de este mercado ilegal. Sin la 

participación de actores estatales no se hubiera consti-

tuido –o por lo menos no de la misma manera– el cri-

men organizado en torno al narcotráfico en México12.

Al ampliarse el rango de relaciones que pueden desa-

rrollarse entre actores estatales y grupos de crimen or-

ganizado, se han abierto nuevas oportunidades en el 

estudio del crimen organizado, en particular en América 

Latina, que actualmente se desarrollan bajo el concepto 

de gobernanza criminal13, entendida como la implanta-

12 	 La centralidad de las fuerzas de seguridad del Estado en la 
regulación de mercados ilícitos no es exclusiva de regíme-
nes autoritarios. Es ampliamente conocido el rol que des-
empeñan las policías de países democráticos en la organi-
zación de mercados ilícitos, como el narcotráfico, incluso 
en países con bajas tasas de homicidio como Argentina 
(Flom, 2022).

13 	 Para excelentes resúmenes y dossiers sobre sobre esta 
agenda de investigación, ver Mantilla y Feldmann (2021); 
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ción de normas y la regulación de aspectos de la vida 

social por parte de grupos criminales (Lessing, 2021). El 

estudio de la gobernanza criminal parte de la premisa 

de que el “mundo del crimen” y el “mundo del Esta-

do” no son esferas paralelas de la vida social, sino que 

tienen puntos importantes de intersección. De esta ma-

nera, según Lessing (2021), la gobernanza criminal es 

“creada por el Estado”, en la medida en que este es el 

que define lo que constituye ‘lo criminal’ por medio de 

leyes; es “moldeada por el Estado”, dado que un sin-

número de políticas públicas, no solo las de seguridad, 

definen los campos de acción donde emergen espacios 

para la gobernanza criminal; y está “en oposición, pero 

complementaria al Estado”, puesto que muchas normas 

impuestas por los grupos criminales van en contravía de 

las reglas formalmente establecidas por el Estado, pero 

pueden establecer órdenes que permiten que otras acti-

vidades y políticas estatales funcionen. 

Adicionalmente, la gobernanza criminal ocurre en dife-

rentes ámbitos: desde las normas y procedimientos que 

regulan una organización/grupo criminal, a la regulación 

de un mercado ilícito, hasta la regulación de comunida-

des enteras. Al separar analíticamente estos diferentes 

ámbitos de la gobernanza criminal, se abre una puer-

ta para explorar casos más allá de los “tradicionales” 

en América Latina, como los países del norte global en 

donde es mucho más inusual observar formas de gober-

nanza criminal de comunidades, pero sí se observa la de 

mercados ilícitos y grupos criminales.

El estudio de la gobernanza criminal –una agenda con 

importantísimas contribuciones de académicos/as de 

América Latina o que estudian la región– se orienta a 

entender las intersecciones del Estado con grupos crimi-

nales que redundan en la regulación de la vida social y 

tienen consecuencias palpables para la vida de las per-

sonas, especialmente en espacios periféricos y margina-

dos. Trabajos de Biondi exploran la difusión de formas de 

gobernanza criminal del PCC dentro del sistema peniten-

ciario de São Paulo (2016) y en zonas periféricas de ese 

Feldmann y Luna (2022), así como la edición especial edi-
tada por Lessing, Monteiro y Misse (2022) y el reciente 
dossier de LASA Forum (Smilde y Nieto-Matiz, 2022).

estado brasileño (2018). Feltran (2020) muestra como 

el PCC desarrolló mecanismos de resolución de disputas 

en la periferia que reducen la incidencia de homicidios. 

Willis (2015), a su vez, indica cómo importantes actores 

estatales (por ejemplo, la policía) informalmente recono-

cen esta “jurisdicción criminal” del PCC. Esta regulación 

de la vida y de la muerte puede, incluso, involucrar otros 

actores sociales, como las iglesias evangélicas (Beraldo, 

2022). A su vez, la gobernanza criminal también puede 

tocar otros aspectos de la vida social y política de una 

comunidad, como los procesos electorales (Albarracín, 

2018).

El Estado no solo tiene una relación de conflicto con gru-

pos de crimen organizado. También hay dinámicas de 

tolerancia o cooperación activa por parte de actores es-

tatales. En ese caso, las políticas públicas de control al cri-

men organizado basadas en la represión incondicional y 

de mano dura no solo son contraproducentes, sino muy 

inefectivas. Si actores estatales participan activamente 

en la constitución de redes de crimen organizado, for-

talecer la capacidad coercitiva del Estado no solo implica 

desconocer la raíz del problema, sino que potencialmen-

te incrementa la capacidad de actores que fortalecen al 

crimen organizado (Trejo, Albarracín y Tiscornia, 2018). 

Como muestran Trejo y Ley (2020) y Schwartz (2021), 

las redes entre actores estatales y grupos criminales que 

se constituyen en periodos autoritarios o guerras civiles 

muchas veces sobreviven el fin de conflictos armados y 

transiciones a la democracia. En estos casos, la cuestión 

no es tanto incrementar la capacidad coercitiva del Esta-

do sino romper los lazos que conectan a grupos crimina-

les con actores estatales y redefinir la lógica del uso de 

la coerción por parte de estos últimos (Trejo, Albarracín 

y Tiscornia, 2018).

Así, debilitar al crimen organizado pasa necesariamen-

te por implementar políticas públicas de lucha contra la 

impunidad estatal. Trejo, Albarracín y Tiscornia (2018) 

muestran, por ejemplo, como la implementación de 

procesos robustos de justicia transicional en nuevas de-

mocracias, pensados para exponer y castigar graves vio-

laciones a los derechos humanos cometidas en periodos 

autoritarios, fueron claves para disolver y prevenir la mi-

gración de especialistas estatales en el uso de la violencia 

a organizaciones criminales, así como para incentivar un 
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uso de la coerción estatal proporcional y apegado al Es-

tado de derecho. Se observa que países que llevaron a 

cabo procesos robustos de justicia transicional tienen en 

promedio menores tasas de homicidio que aquellos que 

ignoraron su pasado represivo. Igualmente, Trejo y Nie-

to-Matiz (2022) muestran como la implementación de la 

Comisión Internacional Contra la Impunidad en Guate-

mala (Cicig) fue clave para disolver nexos entre actores 

estatales y grupos criminales que constituían redes de 

crimen organizado, contribuyendo así a una importante 

reducción de los homicidios en el país centroamericano. 
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CONCLUSIONES

el crimen organizado es solo un producto de la debilidad 

o ausencia estatal y apostando por políticas de “mano 

dura”. Esta continuidad es en parte una respuesta a la 

demanda de la opinión pública por políticas de este tipo. 

Esto no quiere decir que el fortalecimiento del Estado no 

siga siendo una dimensión importante de la lucha contra 

la criminalidad organizada. Sin embargo, no se deben 

ignorar las formas en las que actores estatales cooperan 

y muchas veces son partes constitutivas del crimen orga-

nizado. En buena medida, combatir este fenómeno pasa 

por acabar con la impunidad de la que gozan muchos 

actores estatales y redefinir los parámetros del uso de 

la fuerza por parte del Estado. Es decir, para combatir 

el crimen organizado el Estado tiene la difícil tarea de 

reformarse a sí mismo. Aunque hay algunos ejemplos 

exitosos en la región de este tipo de políticas (como la 

Cicig en Guatemala), lamentablemente estas siguen 

siendo minoría.

Los estudios sobre el crimen organizado y la violencia 

criminal en América Latina han producido notables 

avances teóricos y empíricos. Conceptos como gober-

nanza criminal, creados para entender la participación 

de grupos de crimen organizado en la regulación de 

múltiples aspectos de la vida social en América Latina, 

han trascendido la región. También, se tiene un mayor 

conocimiento sobre la gran variedad de estos grupos y 

las formas en las que regulan los mercados ilícitos. Esto, 

sin lugar a dudas, es producto de un intenso diálogo 

interdisciplinario para entender estos fenómenos.

Si bien el conocimiento sobre el crimen organizado y 

la violencia criminal en América Latina avanza, el im-

pacto de estas ideas y resultados de investigación en la 

formulación e implementación de políticas públicas es 

bastante limitado. Muchas de las políticas para controlar 

el crimen organizado, por gobiernos de derecha y de 

izquierda en la región, siguen basadas en la idea de que 
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PANORAMA Y DESAFÍOS DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN TRES PAÍSES DE AMÉRICA LATINA

à à
América Latina es la región más violenta del mundo. 

Aunque no es el único factor que explica el alto nivel de 

violencia, la existencia de organizaciones criminales ca-

paces de usar la violencia contra el Estado y de controlar 

territorios y poblaciones, es considerada una importante 

causa de esta inseguridad. 

Este documento discute la producción académica sobre 

el crimen organizado en la región. Primero, piensa al cri-

men organizado no como organizaciones criminales je-

rárquicas y sí más como formas de gobernanza. Es decir, 

lo entiende como la regulación de mercados ilícitos por 

parte de grupos criminales y actores estatales. Segundo, 

explora las causas del fenómeno. Tradicionalmente, se 

ha enfatizado la ausencia o debilidad estatal como la 

principal causa del surgimiento del crimen organizado. 

Según esta lectura, la incapacidad del Estado crea espa-

cios donde este crece y debilita aún más las ya débiles 

estructuras estatales. A su vez, la violencia criminal surge 

por las acciones de estos grupos y sus incentivos para 

controlar mercados ilegales. 

Con esta visión predominante, la mayoría de las políticas 

públicas contra el crimen organizado en la región son de 

“mano dura”: se enfocan en la reducción o la reocupa-

ción de espacios físicos (territorios) o funcionales (merca-

dos) bajo el control de estos grupos mediante la acción 

(coercitiva) policial y militar del Estado. Este tipo de po-

líticas, muy populares entre la opinión pública, han sido 

implementadas por gobiernos de derecha e izquierda, a 

pesar de su dudosa efectividad en contener el crimen y 

reducir la violencia. 

Recientemente cobran cada vez más vigencia trabajos 

académicos que muestran que el crimen organizado 

solo es posible como producto de la tolerancia y la coo-

peración intencional de actores estatales, usualmente 

ligados a las fuerzas de seguridad e inteligencia del Es-

tado. Algunos actores estatales son piezas claves en la 

regulación de mercados ilícitos y el fortalecimiento del 

crimen organizado. Por ello, las políticas públicas contra 

la impunidad estatal que rompen las conexiones entre 

actores estatales y grupos criminales son esenciales para 

enfrentar más efectivamente al crimen organizado.
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